TUTELA DE 1ª INSTANCIA

RAD. 66001 22 04 003 2013 00201 00

ACCIONANTE: JUAN CARLOS COBA JUEZ 

ACCIONADO: MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

DIRECCIÓN DE BIENESTAR SOCIAL  -ÁREA DE EDUCACIÓN- DE LA POLICÍA NACIONAL  

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO




TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Pereira,  veintinueve (29) de octubre de dos mil trece (2013)

Proyecto aprobado por Acta No. 643 

Hora: 11:00 a.m. 
ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala emitir fallo de primera instancia en la acción de tutela incoada por la abogada Ana Milena Mosquera Valencia como apoderada judicial del señor Juan Carlos Coba Juez contra el Ministerio de Defensa Nacional y la Dirección de Bienestar Social – Área Educación- de la Policía Nacional.

IDENTIDAD DEL ACCIONANTE

Se trata del señor Juan Carlos Coba Juez, quien se identificó con la cédula No. 4.269.633 de Sutatenza Boyacá, y recibe notificaciones en la calle 23 Nro. 6-59 oficina 503 edificio Centro Ejecutivo de Pereira. 
ENTIDADES ACCIONADAS 
Ministerio de Defensa Nacional, ubicado en Carrera 54 Nº 26 – 25 CAN, Bogotá

Dirección de Bienestar Social – Área Educación- de la Policía Nacional, ubicada en la calle 44 Nro. 50-51 CAN. 
HECHOS QUE MOTIVAN LA TUTELA

Informó que el señor Juan Carlos Coba Juez el día 28 de agosto de 2013 elevó una petición ante la Dirección de Bienestar Social – Área Educación- de la Policía Nacional, por medio de la cual solicitó que se diera información respecto a una serie de inconformidades por los descuentos que esa entidad le hizo, los cuales afectan el patrimonio económico del actor. 
Expuso que a la fecha de interposición del presente amparo no ha recibido respuesta alguna a su requerimiento. 
PETICIÓN

Demanda del juez constitucional que i) se ampare el derecho de petición; y ii) se ordene al Ministerio de Defensa y a la Dirección de Bienestar Social de la Policía Nacional (Área de educación) dar respuesta a la solicitud del 28 de agosto de 2013.
PRUEBAS ALLEGADAS POR EL ACCIONANTE 

· Poder especial. 

· Derecho de petición dirigido al Jefe de Área Educativa de la Dirección de Bienestar Social de la Policía Nacional con fecha de recibido el 28 de agosto de 2013. 
RESPUESTA DE LA ENTIDADES ACCIONADAS 
Dirección de Bienestar Social de la Policía Nacional 

Mediante oficio Nro. S-2013-013917 del 5 de septiembre de 2013 se dio respuesta al accionante y se le explicó el contenido de la Resolución Nro. 01163 del 11 de abril de 2012, en el entendido de que aquellas personas que estén afiliadas a los servicios de bienestar social se les cobrará los costos educativos con la tarifa de beneficiario, y quienes no se encuentren inscritos asumirán la tarifa de un particular, tal como lo establecen las resoluciones Nro. 06114 del 18 de diciembre de 2006,  04666 de 2011 y 00406 de 2013. 

La respuesta a la solicitud elevada fue ampliada por medio del oficio Nro. S-2013-017174 del 18 de octubre de 2013, el cual fue remitido al correo electrónico del accionante.

Por lo anterior solicitó que se declarara la configuración de un hecho superado.      
Aportó copia de los oficios referidos en la respuesta de la tutela y constancia de remisión a través de correo electrónico. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Sala es competente para conocer de esta acción de tutela conforme a lo dispuesto en el artículo 1º, numeral 2º  del Decreto 1382 de 2000.

Problema jurídico y solución 

En el caso en estudio el actor considera que se ha vulnerado su derecho de petición, al no haber obtenido respuesta de fondo a la solicitud que formuló ante el Ministerio de Defensa Nacional, del 28 de agosto del año en curso. 

Para dilucidar tal aspecto, se considera oportuno relacionar la jurisprudencia de la Corte Constitucional que hace referencia al derecho fundamental de petición.
Sea lo primero indicar que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
Sobre el derecho de petición

El derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La  petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

En la Sentencia T-142 de 2012
, se dijo respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”
En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.”

Como consecuencia del desarrollo jurisprudencial del derecho de petición, en la Sentencia T-463 de 2011,  se indicó lo siguiente:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental”
De conformidad con los lineamientos constitucionales y la jurisprudencia precedentemente relacionada, el derecho de petición debe ser protegido y garantizado tanto por las entidades públicas como por las privadas, mediante respuestas a las respectivas solicitudes elevadas, las cuales deben ser efectivas, congruentes y oportunas. 

Por ello la conducta del juez constitucional debe propender de manera ineludible a la preservación del pleno ejercicio de los derechos fundamentales y por ende está obligado a hacer uso de los mecanismos y facultades que le otorgan la Constitución y la ley, para que una vez verificada la afectación o vulneración, profiera la orden que garantice su restablecimiento efectivo. 

Solución al caso concreto

De las pruebas allegadas al presente trámite tutelar, se encuentra demostrado el señor Juan Carlos Coba Juez envió un escrito a la Dirección de Bienestar Social – Área Educación- de la Policía Nacional, en el que solicitó información respecto a una serie de inconformidades sobre  unos descuentos que realiza esa dependencia, los cuales afectan el patrimonio económico del actor. La entidad tutelada no dio respuesta al requerimiento del señor Coba Juez.
La ley 1437 de 2011 (código contencioso administrativo) en su artículo 5º dispuso: “Derechos de las personas. 1. Presentar peticiones en cualquiera de sus modalidades, verbalmente, o por escrito, o por cualquier otro medio idóneo y sin necesidad de apoderado, así como a obtener información y orientación acerca de los requisitos que las disposiciones vigentes exijan para tal efecto.

Las anteriores actuaciones podrán ser adelantadas o promovidas por cualquier medio tecnológico o electrónico disponible en la entidad, aún por fuera de las horas de atención al público.

2. Conocer, salvo expresa reserva legal, el estado de cualquier actuación o trámite y obtener copias, a su costa, de los respectivos documentos.

3. Salvo reserva legal, obtener información que repose en los registros y archivos públicos en los términos previstos por la Constitución y las leyes.

4. Obtener respuesta oportuna y eficaz a sus peticiones en los plazos establecidos para el efecto.

(…)”  (Subrayas nuestras)
En el artículo 14º de dicha normatividad
, reza: “Artículo  14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.

Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

1. Las peticiones de documentos deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad deberá informar de inmediato, y en todo caso antes del vencimiento del término señalado en la ley, esta circunstancia al interesado expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, el cual no podrá exceder del doble del inicialmente previsto”.

En el caso sub lite nos encontramos ante una de las maneras que puede adquirir la comunicación entre el accionante  y las autoridades públicas, que tiene unas  características peculiares que la diferencian de otras modalidades como el derecho de petición en interés general, previsto en los artículos 5º a 8º  del Código Contencioso Administrativo;  el derecho de petición en interés particular establecido en los artículos 9º a 15º de ese  código  o el derecho de petición de información contenido en los artículos 17 a 24 del mismo estatuto.

De conformidad con lo establecido telefónicamente por el señor Juan Carlos Coba Juez, la entidad accionada remitió a su correo electrónico el oficio S-2013-017174 del 18 de octubre de 2013 y copia de una resolución. Sin embargo, aseguró que a su lugar de residencia no ha llegado ninguna otra comunicación por parte de la Dirección de Bienestar Social – Área Educación- de la Policía Nacional.

La entidad accionada aportó al presente trámite copia de los oficios S-2013-013917 del 5 de septiembre de 2013 y S-2013-017174 del 18 de octubre de 2013, así como la constancia de remisión de éste último al email del tutelante. 

Vale la pena advertir que respecto a la primera de las respuestas aludidas por la entidad demandada, no obra constancia alguna que permita establecer que esa entidad la haya puesto en conocimiento del actor.  

Para esta Sala el último de los oficios expedidos por parte Dirección de Bienestar Social – Área Educación- de la Policía Nacional, el cual fue direccionado al email del señor Coba Juez, no satisface cada una de las pretensiones contenidas en el memorial del 28 de agosto de 2013, pues tal y como obra en dicho documento, únicamente se hizo referencia a los literales a), c) y d), por tanto el punto b) del derecho de petición quedó sin responder.
De la lectura realizada al oficio S-2013-013917 del 5 de septiembre de 2013, se infiere que la entidad tutelada se pronunció respecto al cobro de la pensión de los hijos del accionante como particular, pero como ya se advirtió, el titular de los derechos desconoce el contenido de dicho documento. 
Se itera, la ausencia de comunicar la respuesta vulnera la garantía establecida en el artículo 23 de la norma normarum al actor, por ser la única persona que está interesada en que se le resuelva su  pretensión, tal como lo expuso la Corte Constitucional en sentencia T-178/00, M. P. José Gregorio Hernández

Toda vez que el señor Juan Carlos Coba Juez no cuenta con otro mecanismo judicial idóneo para hacer valer su garantía constitucional ante la ausencia de una respuesta de fondo a sus pretensiones, esta Corporación infiere que se configuran los presupuestos constitucionales y jurisprudenciales para garantizar el derecho fundamental de petición al actor y en consecuencia, se ordenará a la Dirección de Bienestar Social – Área Educación- de la Policía Nacional que en el término de cuarenta y ocho horas (48), contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, envíe la respuesta de fondo y congruente con lo pedido en el literal b) del escrito presentado el día 28 de agosto de 2013.
Se desvinculará del presente asunto al Ministerio de Defensa Nacional, toda vez que no se evidenció dentro del presente trámite que estuviera conculcando derecho alguno al actor. 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la  República y por mandato de la Constitución y la ley, 
RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición al señor Juan Carlos Coba Juez.

SEGUNDO: ORDENAR a la Dirección de Bienestar Social – Área Educación- de la Policía Nacional que en el término de cuarenta y ocho horas (48), contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, envíe la respuesta de fondo y congruente con lo pedido en el literal b) del escrito presentado en día 28 de agosto de 2013.
TERCERO: DESVINCULAR del presente trámite al Ministerio de Defensa Nacional por lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia. 

CUARTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO: Si esta decisión no es impugnada se dispone el  envío del expediente ante la  Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ

Secretario

� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero. 





� Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-818-11 de 1o. de noviembre de 2011, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. El aparte tercero de la decisión expresa: 'Conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, los efectos de la anterior declaración de INEXEQUIBILIDAD quedan diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, a fin de que el Congreso expida la Ley Estatutaria correspondiente'. 
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